
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 
SINCELEJO-SUCRE 

 

Sincelejo, seis (06) de Junio de dos mil dieciocho (2018). 
  

Radicado N°: 70001-33-33-001-2018-00050-00 

Demandante: Fanor Chica  Petro  

Demandado: Caja de Retiro de las Fuerzas Militares  

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento.   

 

 

1. Cuestión previa 

 

Revisada la demanda, se observa que dentro de los actos administrativos cuya 

nulidad solicita la parte demandante está el oficio 46532 -2017 del 10 de agosto de 

20171, por medio del cual se declaró no precedente el recurso de reposición, el cual 

es un acto de trámite, no susceptible de ser demandado ante la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, ya que solo tiene como objeto informar sobre una 

declaratoria de improcedencia, pero no contiene, en sí mismo, una decisión que 

defina la situación jurídica del demandante. 

 

Sobre los actos de trámite y la improcedencia de la acción subjetiva de nulidad y 

restablecimiento del derecho para controvertir su legalidad, el Consejo de Estado, en 

providencia de 19 de febrero de 2015, Sección Segunda - Subsección A, Consejero 

ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN, Radicación número: 

25000-23-25-000-2011-00327-01(3703-13), manifestó:  

  
“1. La calificación de un acto administrativo como acto definitivo o de trámite es 
fundamental para determinar si es susceptible de recursos por la vía gubernativa 
y asimismo de control jurisdiccional contencioso administrativo, conforme a los 
artículos 49, 50 y 135 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Dispone el artículo 49 del aludido Código que no habrá recurso en vía 
gubernativa “contra los actos de trámite”, y de conformidad con la parte final 
del artículo 50 ibídem “[s]on actos definitivos, que ponen fin a una actuación 
administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; 
los actos de trámite pondrán fin a una actuación cuando hagan imposible 
continuarla”. Por su parte del artículo 135 ídem se extrae que la demanda contra 
un acto particular implica que el mismo haya puesto término a un proceso 

                                                           
1 Folio 10 del expediente 
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administrativo. 
 
El artículo 50 citado hace una distinción entre actos administrativos definitivos 
y los actos de trámite. Los primeros son aquellos que concluyen la actuación 
administrativa, en tanto que deciden directa o indirectamente el fondo del 
asunto y producen efectos jurídicos definitivos, ya sea porque crearon, 
modificaron o extinguieron una situación jurídica en particular; mientras que 
los de trámite contienen decisiones administrativas necesarias para la formación 
del acto definitivo, pero por sí mismos no concluyen la actuación administrativa, 
salvo que, como lo prevé la norma, la decisión que se adopte impida que continúe 
tal actuación, caso en el cual se convierte en un acto administrativo definitivo 
porque le pone fin al proceso administrativo. 
 
La Sección Cuarta del Consejo de Estado en sentencia del 12 de junio de 20082, 
respecto del acto administrativo destacó: 
 
“Por acto administrativo se entiende toda manifestación de la administración 
con capacidad para crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas, esto es, 
una decisión encaminada a producir efectos jurídicos en los derechos u 
obligaciones de los administrados, sean subjetivos, personales, reales o de 
crédito. 
 
La jurisdicción ejerce su control, para verificar que se ajusten a la legalidad, 
pero debe tenerse en cuenta que la impugnabilidad recae sobre los actos 
definitivos, es decir, sobre aquellos que exteriorizan la voluntad de la 
Administración para producir efectos en derecho, pues no se justifica un 
pronunciamiento sobre actos que no crean, modifican o extinguen una 
situación jurídica, como son los de trámite, que se limitan a dar impulso a la 
actuación.  Los actos de trámite no son susceptibles de control judicial, salvo 
que impidan al administrado continuar con la actuación. 
(…).”. 
 
En tal sentido la Corte Constitucional en su profusa jurisprudencia ha 
considerado que los actos de trámite, a diferencia de los actos definitivos, no 
expresan en concreto la voluntad de la administración, sino que tan sólo 
constituyen el conjunto de actuaciones intermedias que preceden a la formación 
de la decisión administrativa que se plasmará en el acto definitivo.3 
 
2. Hecha las precedentes anotaciones y atendiendo al contenido del Oficio No. 
20103330227081 del 10 de junio de 2010 y de la Resolución No. 460 del 27 de 
agosto del mismo año, objeto de la presente demanda, procede la Sala a 
establecer su connotación de acto de trámite y la improcedencia de la acción 
subjetiva de nulidad para conocer el cuestionamiento de legalidad contra el 
mismo. 
 
(…) No cabe duda que al cuestionarse la legalidad de un acto informativo y/o de 
trámite que, como lo ha dicho esta Corporación, no exteriorizan la voluntad de 
la Administración para producir efectos en derecho, se genera una ineptitud 
sustancial de la demanda que no posibilita un pronunciamiento de mérito sobre 
él, pues ni creaba, modificaba o extinguía una situación jurídica en concreto 
respecto del demandante.” 

                                                           
2 Expediente 16288, CP Dra. Ligia López Díaz.    
3 Al respecto se pueden consultar de la Corte Constitucional, entre otras: Sentencia SU-201 de 1994, MP Dr. 
Antonio Barrera Carbonell; sentencia T-945 de 2009, MP Dr. Humberto Antonio Sierra Porto; sentencia T-1012 
de 2010 MP Dra. María Victoria Calle Correa. Con relación a la diferencia entre esta tipología de actos, en la 
sentencia T-945 de 2009 mencionada, indicó la Corte Constitucional: “También se han distinguido los actos 
administrativos según el contenido de la decisión, en actos de trámite o preparatorios y actos definitivos. Los 
primeros no expresan en concreto la voluntad de la administración, simplemente constituyen el conjunto de 
actuaciones intermedias que preceden a la formación de la decisión administrativa que se plasma en el acto 
definitivo y en la mayoría de los casos no crean, definen, modifican o extinguen situaciones jurídicas.” 
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Así las cosas, se procederá a excluir de la pretensión de nulidad al oficio 00 

 46532 -del 10 de agosto de 2017 y se continuará el trámite del proceso respecto del 

oficio No. 0031762 de 08  junio de 2017, en consecuencia SE DECIDE: 

 

1.1. Excluir de la pretensiones de la demanda la nulidad del   46532 -2017 del 10 

de agosto de 2017. 

 

2. Admisión de la demanda. 

 

Revisada la demanda y verificado que se cumplen los requisitos legales para la 

admisión del medio de control impetrado, SE DECIDE: 

 

2.1.- Admitir la presente demanda instaurada en ejercicio del medio de control de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho por el señor Fanor Chica Petro contra la 

Caja de Retiro de las Fuerzas Militares  

 

2.2.- Notificar personalmente la presente providencia al Representante Legal de la 

entidad demandada o quien haga sus veces, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 

171 del C.P.A.C.A. 

 

2.3.- Notifíquese por estado el presente proveído a la demandante. 

 

2.4.- Notifíquese personalmente el presente proveído al representante del 

Ministerio Público ante este despacho y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado; de acuerdo a lo señalado en el artículo 199 del CPACA. 

 

2.5.- Dese traslado de la demanda y de sus anexos por el término común de 

veinticinco (25) días al demandado, al Ministerio Público y a las partes interesadas, 

de conformidad con el artículo 612 del Código General del Proceso, término que 

comenzará a correr surtida la última notificación. 

 

2.6.- Vencido el termino anterior, córrase traslado de la presente demanda, al 

demandado, al Ministerio Público y a las partes interesadas, el término de treinta 

(30) días, término que empezará a contar de conformidad con lo previsto en el 

artículo 199 del C.P.A.C.A., dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer 
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excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía y en su caso, presentar demanda 

de reconvención. 

 

Adviértasele a la entidad pública demandada que dentro del término para dar 

respuesta a la demanda, deberá allegar la documentación que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del presente proceso, so pena de incurrir en falta 

disciplinaria gravísima.4 

 

2.7.- Con fundamento en el decreto 2867/89 y el acuerdo 2552/04 del C.S.J., se fija 

la suma de setenta mil pesos ($70.000) que la parte demandante deberá consignar 

en la cuenta de ahorros No. 4-6303-002468-0, convenio 11546, del Banco Agrario  

dentro de los diez (10) días siguientes al de ejecutoria del presente auto.  Dicho 

dinero se destinará a atender los gastos ordinarios del proceso, tales como 

notificaciones, comunicaciones telegráficas, correo aéreo, publicaciones, etc.  Copia 

del recibo de consignación se allegará al expediente. 

 

2.8.- Téngase la  Dra. Carmen Ligia Gómez López, identificada con C.C Nº 

51.727.844,  T.P Nº 95.491 del C.S de la J., como apoderada judicial de la parte 

demandante, en los términos y extensiones del poder conferido, obrante a folio (1) 

del expediente. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 

 
 

JOHANNA PAOLA GALLO VARGAS 
JUEZA 

 

                                                           
4 Parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A 


